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					P R A X I S  

					Resumen  

					Este artículo examina la reconﬁguración de la democracia ambiental latinoamericana  

					a partir de dos vías convergentes: el reconocimiento jurídico de la Naturaleza como  

					sujeto de derechos en la Constitución ecuatoriana de Montecristi y la ontología política  

					del territorio desarrollada por Arturo Escobar desde las luchas afrodescendientes del  

					Pacíﬁco colombiano. Con base en Martínez y Acosta (2017) y Escobar (2015), se  

					sostiene que ambas rutas comparten como fuente común la relacionalidad de los saberes  

					ancestrales, aunque persiste una tensión no resuelta entre la exigibilidad estatal de estos  

					derechos y la autonomía comunal que dichos saberes presuponen frente al extractivismo  

					transideológico.  

					93  

					Palabras clave: democracia ambiental; saberes ancestrales; derechos de la Naturaleza;  

					ontología política; extractivismo.  

					Abstract  

					This article examines the reconﬁguration of Latin American environmental democracy  

					through two converging paths: the legal recognition of Nature as a rights-bearing subject  

					in Ecuador’s Montecristi Constitution, and the political ontology of territory developed  

					by Arturo Escobar from Afro-descendant struggles in the Colombian Paciﬁc. Draw-  

					ing on Martínez and Acosta (2017) and Escobar (2015), it argues that both routes,  

					constitutional-legal and ethnographic-ontological, share a common source in the rela-  

					tionality of ancestral knowledge, although an unresolved tension persists between the  

					state enforceability of these rights and the communal autonomy that such knowledge  

					presupposes against the transideological extractivism that runs through the region.  

					Keywords: environmental democracy; ancestral knowledge; rights of nature; political  

					ontology; extractivism.  
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					Introducción  

					La importancia de examinar la democracia ambiental latinoamericana a la luz de los  

					saberes ancestrales radica en la posibilidad de comprender por qué dos rutas distintas,  

					la codiﬁcación constitucional de derechos y la aﬁrmación ontológica de los territorios,  

					convergen hoy en una misma crítica al modelo extractivista heredado de la colonia.  

					El 24 de noviembre de 1999, el Consejo Comunitario del Territorio Ancestral del río  

					Yurumanguí, en el Pacíﬁco sur colombiano, recibió el título colectivo sobre 52 144  

					hectáreas que ocupan más del ochenta y dos por ciento de la cuenca del río, hecho  

					que Escobar (2015, p. 3) documenta no como el desenlace de una historia feliz, sino  

					como un momento dentro de una lucha más amplia por la defensa de un modelo de  

					vida propio. Menos de una década después, en 2008, la Asamblea Constituyente  

					ecuatoriana consagró en los artículos 71 a 74 de la Constitución de Montecristi el  

					reconocimiento de la Naturaleza o Pacha Mama como sujeto de derechos, tránsito que  

					Martínez y Acosta (2017, p. 2934) describen como el paso de una Naturaleza-objeto,  

					subordinada a la utilidad humana, hacia una Naturaleza-sujeto de valor intrínseco.  

					Ambos acontecimientos, distantes en su instrumentación jurídica pero próximos en  

					su matriz cultural, sostienen la premisa de este trabajo: la democracia ambiental  

					contemporánea no puede comprenderse cabalmente si se prescinde de los saberes  

					ancestrales que la preceden históricamente y que, en no pocas ocasiones, exceden  

					su capacidad regulatoria. A partir de esta premisa se desarrollan los argumentos  

					que siguen, apoyados en dos fuentes primarias: el balance crítico de una década de  

					Derechos de la Naturaleza en Ecuador que ofrecen Martínez y Acosta (2017), y la  

					ontología política del territorio que desarrolla Escobar (2015) a partir de las luchas  

					étnico-territoriales del Pacíﬁco colombiano.  

					De este doble anclaje empírico se desprende el objetivo del presente artículo:  

					examinar de qué manera el reconocimiento jurídico de la Naturaleza como sujeto  

					de derechos y la ontología política de los territorios ancestrales, aun partiendo de  

					vocabularios distintos, convergen en una crítica común al antropocentrismo y al  

					extractivismo, sin identiﬁcarse plenamente entre sí. Se sostiene en este trabajo que  

					dicha convergencia no es casual, sino que responde a una fuente compartida: la  

					relacionalidad propia de las cosmovisiones indígenas y afrodescendientes, que tanto  

					el derecho constitucional ecuatoriano como la etnografía política de Escobar traducen,  

					cada uno a su manera, en categorías susceptibles de disputa pública. Debido a lo  

					anterior, el artículo se estructura en tres grandes movimientos. En primer lugar, se  

					reconstruye la genealogía ﬁlosóﬁca y jurídica de los Derechos de la Naturaleza, desde  

					su fundamentación como arma de doble ﬁlo hasta su consagración constitucional y las  

					obligaciones de hacer y no hacer que de ella se derivan. En segundo lugar, se desar-  
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					rolla la ontología política del territorio propuesta por Escobar, con particular atención  

					a las nociones de ancestralidad, territorialidad y autonomía comunal, ilustradas me-  

					diante los casos de Yurumanguí, Curvaradó, Jiguamiandó y La Toma. En tercer  

					lugar, se examina el extractivismo como matriz colonial persistente y transideológica,  

					se incorpora el vocabulario analítico del giro ecoterritorial propuesto por Svampa  

					(2019), y se discuten las barreras institucionales, judiciales y de criminalización que  

					enfrenta la aplicación efectiva de estos derechos. El artículo cierra con una discusión  

					sobre las tensiones no resueltas entre el derecho estatal y la ontología no estatal,  

					tensiones que, lejos de invalidar el proyecto de una democracia ambiental ampliada,  

					señalan las condiciones para fundamentarlo de manera más consistente en los saberes  

					ancestrales que le dan origen.  

					El derecho como arma de doble ﬁlo: fundamentos de los derechos de la Natu-  

					raleza  

					Antes de examinar el contenido especíﬁco de los Derechos de la Naturaleza conviene  

					detenerse en el estatuto ambivalente que Martínez y Acosta (2017) atribuyen al  

					derecho como tal, pues de esa ambivalencia depende buena parte de la argumentación  

					posterior. Por un lado, sostienen las autoras, los Derechos Humanos se entienden  

					con razón como una poderosa herramienta de defensa frente a los sistemas de poder,  

					surgida de la lucha de emancipación contra los mecanismos de represión y despojo  

					que niegan a ciertos grupos humanos incluso su condición humana (Martínez &  

					Acosta, 2017, p. 2929). Por otro lado, y esta es la advertencia central del artículo, la  

					misma construcción de los Derechos Humanos dio lugar a otros derechos, como el  

					derecho a la propiedad, al desarrollo o al libre comercio, que a la postre justiﬁcan,  

					permiten y regulan el despojo antes que impedirlo. A causa de esta doble condición,  

					conservadora y transformadora a un tiempo, el derecho se convierte en un arma de  

					doble ﬁlo que exige ser conocida y utilizada con precisión, bajo el riesgo de que  

					termine empleada en contra de su propia esencia emancipadora. Los Derechos de  

					la Naturaleza se insertan, según esta lectura, en la tradición emancipadora, como  

					freno a lo que las autoras llaman “las monstruosidades cometidas contra la Natu-  

					raleza” (Martínez & Acosta, 2017, p. 2929), aunque no están exentos del riesgo de  

					neutralización que afecta a cualquier derecho conquistado bajo condiciones políticas  

					adversas. Esta advertencia inicial resulta decisiva para el resto del argumento, puesto  

					que anticipa la discusión, desarrollada más adelante, sobre las barreras institucionales  

					y judiciales que en Ecuador han limitado la exigibilidad efectiva de estos derechos,  

					incluso diez años después de promulgada la Constitución de Montecristi.  

					De la Naturaleza objeto a la Naturaleza sujeto: genealogía ﬁlosóﬁca  
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					La distinción entre Naturaleza y medio ambiente constituye el punto de partida  

					conceptual de esta genealogía. Mientras el ambiente nació como una categoría que  

					describe el entorno físico que rodea a las personas e incorpora a la Naturaleza solo  

					en la medida en que esta sirve a los seres humanos, la Naturaleza, en el sentido que  

					aquí interesa, remite a una entidad con valor intrínseco, independiente de su utilidad  

					(Martínez & Acosta, 2017, p. 2931). De esta distinción se sigue una ruta histórica  

					que Martínez y Acosta reconstruyen a partir de antecedentes plurales: la Declaración  

					de los Derechos del Animal de 1977, adoptada en Londres bajo el auspicio de  

					la UNESCO, que reconoce a los animales el derecho a la vida y a la libertad; la  

					Declaración sobre los Grandes Simios de 1993, que les atribuye derechos equiparables  

					a los humanos; y el ensayo clásico de Christopher Stone, quien argumentó que todo  

					movimiento que plantea el reconocimiento de derechos a nuevas entidades tiende a  

					ser descartado, al menos inicialmente, por parecer una idea extraña o incluso cómica  

					(Stone, citado en Martínez & Acosta, 2017). A esta línea se suma la hipótesis Gaia,  

					formulada por James Lovelock, Lynn Margulis y otros cientíﬁcos, que caracteriza a  

					la Tierra como un superorganismo vivo, sujeto de dignidad y portador de derechos en  

					tanto todo lo que vive posee un valor intrínseco, tenga o no uso humano (Martínez  

					& Acosta, 2017, p. 2935). Esta convergencia de argumentos jurídicos, biológicos y  

					cosmológicos no es casual: cada uno, desde su propio vocabulario, disputa la misma  

					premisa moderna según la cual solo lo humano puede ser sujeto de derecho.  

					Frente a esta disputa, Martínez y Acosta introducen un elemento que desborda el  

					vocabulario estrictamente jurídico occidental: la relacionalidad propia de las cosmo-  

					visiones indígenas de la Pacha Mama, que Leonardo Boff describe, según recogen las  

					autoras, como “inter-retro-conexiones transversales entre todos los seres”, de modo  

					que “todo tiene que ver con todo, en todos los puntos y en todas las circunstancias”  

					(Boff, citado en Martínez & Acosta, 2017, p. 2937). Esta ancestralidad, sostienen,  

					no se limita a las cosmovisiones andinas, sino que reaparece en otras latitudes bajo  

					formas jurídicas concretas, como el reconocimiento del río Whanganui como sujeto  

					de derechos por su signiﬁcado sagrado para el pueblo maorí de Nueva Zelanda, o  

					la concesión de personalidad jurídica al Parque Te Urewara como hogar espiritual  

					del pueblo Tuhoe (Martínez & Acosta, 2017, p. 2937). De estos casos se sigue  

					una consecuencia que las autoras subrayan con insistencia: reconocer derechos a la  

					Naturaleza implica reconocer, al mismo tiempo, la relación de los pueblos indígenas  

					con su territorio, relación que incluye los conocimientos ancestrales sobre medicina  

					natural y la ﬁlosofía que Joseph Estermann denomina pachasofía (Estermann, citado  

					en Martínez & Acosta, 2017, p. 2937). Asimismo, las autoras evitan reducir esta dis-  

					cusión a un problema exclusivamente espiritual, pues insisten en que la conservación  
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					de la biodiversidad no descansa únicamente en el valor intrínseco de las especies,  

					sino también en que la supervivencia de las comunidades humanas depende de la  

					integridad de los ecosistemas que les proveen agua, alimento y regulación climática.  

					En última instancia, esta doble fundamentación, cosmológica y material a la vez, es  

					la que permite a los Derechos de la Naturaleza operar como herramienta de defensa  

					territorial en casos tan disímiles como la oposición a la Hidroeléctrica de Belo Monte  

					en Brasil.  

					Un aporte conceptual central de esta fuente, retomado explícitamente de Ed-  

					uardo Gudynas, es la distinción entre los derechos ambientales y los Derechos de la  

					Naturaleza propiamente dichos. Mientras los primeros pertenecen a los Derechos  

					Humanos de tercera generación y son, en su formulación clásica, antropocéntricos por  

					deﬁnición, orientados al bienestar y la calidad de vida de las personas, los segundos  

					se centran en los ecosistemas, en los ciclos vitales y en los procesos evolutivos, sin  

					referencia necesaria a la utilidad o al daño humano (Gudynas, citado en Martínez  

					& Acosta, 2017, p. 2939). De esta distinción se deriva, a su vez, la separación  

					entre justicia ambiental y justicia ecológica: la primera orientada a las personas  

					y a la indemnización por daño ambiental, la segunda orientada a la persistencia y  

					restauración de los ecosistemas como conjuntos, sin referencia a indemnización  

					humana alguna. Sin embargo, ambos planos no deben entenderse como sustitutos,  

					sino como estructural y estratégicamente vinculados, según la fórmula que las autoras  

					resumen con claridad: “sin justicia ecológica no ha justicia social, y viceversa” [sic]  

					(Martínez & Acosta, 2017, p. 2949). Esta vinculación estratégica resulta decisiva  

					para el argumento general del artículo, porque evita que la defensa de la Naturaleza se  

					convierta en una reivindicación desligada de las condiciones materiales de vida de las  

					comunidades que la habitan, al tiempo que evita que la defensa de las comunidades  

					se reduzca a una reivindicación antropocéntrica ciega frente a los límites biofísicos  

					que la sostienen. Por todo esto, es posible aﬁrmar que los Derechos de la Naturaleza  

					no reemplazan a los derechos ambientales, sino que los complementan y, en cierto  

					sentido, los radicalizan.  

					La consagración constitucional ecuatoriana y sus obligaciones normativas  

					La consagración de estos principios en la Constitución ecuatoriana de 2008 no se  

					limita, como advierten Martínez y Acosta (2017, p. 2939), a los cuatro artículos  

					que explícitamente mencionan a la Naturaleza. El artículo 71 establece que “la  

					Naturaleza o Pacha Mama, donde se reproduce y realiza la vida tiene derecho a que  

					se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos  

					vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos” (Constitución de la República  
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					del Ecuador, 2008, art. 71, citada en Martínez & Acosta, 2017, p. 2940), formulación  

					que otorga a toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad la facultad de exigir  

					su cumplimiento ante la autoridad pública. Sin embargo, sería un error, insisten las  

					autoras, pensar que los Derechos de la Naturaleza se agotan en esa enumeración,  

					pues deben leerse junto a un entramado más amplio de obligaciones de hacer que  

					recorre la totalidad del texto constitucional. El preámbulo mismo convoca a “una  

					nueva forma de convivencia ciudadana, en diversidad y armonía con la Naturaleza,  

					para alcanzar el buen vivir, el sumak kawsay” (Constitución de la República del  

					Ecuador, 2008, preámbulo, citada en Martínez & Acosta, 2017, p. 2940), fórmula que  

					se traduce en obligaciones estatales concretas: un régimen de desarrollo orientado  

					a recuperar y conservar la Naturaleza (art. 276), a mantener la biodiversidad y la  

					capacidad de regeneración de los ecosistemas (art. 395), y a promover la preservación  

					de los saberes ancestrales vinculados a la agrobiodiversidad y al libre intercambio de  

					semillas (art. 281.6). Esta última disposición resulta especialmente relevante para el  

					argumento de este artículo, porque incorpora explícitamente a los saberes ancestrales  

					como objeto de protección constitucional, no como mero trasfondo cultural del  

					reconocimiento de la Naturaleza como sujeto.  

					A estas obligaciones de hacer se suman obligaciones de no hacer que, en conjunto,  

					delimitan los márgenes dentro de los cuales el Estado ecuatoriano puede autorizar  

					la explotación de recursos. Entre ellas, Martínez y Acosta (2017, p. 2941) destacan  

					la prohibición de aplicar biotecnologías riesgosas o experimentales, de introducir  

					armas químicas, biológicas y nucleares u organismos genéticamente modiﬁcados  

					sin regulación, de desarrollar actividad extractiva de recursos no renovables en áreas  

					protegidas o zonas declaradas intangibles, y de privatizar el agua y sus fuentes.  

					Precisamente el tratamiento constitucional del agua ejempliﬁca, según las autoras,  

					el alcance de este giro normativo: el artículo 12 declara al líquido vital “patrimonio  

					nacional estratégico de uso público, inalienable, imprescriptible, inembargable y  

					esencial para la vida” (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 12, citada  

					en Martínez & Acosta, 2017, p. 2941), mientras que el artículo 318 establece una  

					prelación de usos que antepone el consumo humano y el riego para la soberanía  

					alimentaria al caudal ecológico y, en último lugar, a las actividades productivas. De  

					esta prelación se sigue una consecuencia interpretativa que las autoras subrayan: la  

					superación de la visión mercantil del agua como bien del “cliente” por la del “usuario”  

					o ciudadano, subordinando explícitamente el mercado a la reproducción de la vida.  

					Ahora bien, esta arquitectura normativa, por densa y coherente que resulte en el papel,  

					no garantiza por sí sola su cumplimiento, condición que anticipa la discusión sobre  

					las barreras institucionales que se desarrolla en un apartado posterior de este artículo,  
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					y que exige distinguir con cuidado entre el reconocimiento formal de un derecho y  

					las condiciones políticas concretas de su exigibilidad efectiva.  

					Ontología política y pluriverso en el pensamiento de Arturo Escobar  

					Arturo Escobar aborda el mismo fenómeno, la aﬁrmación de la Naturaleza y de los  

					territorios como algo más que recursos disponibles, desde un vocabulario distinto  

					al jurídico-constitucional: el de la ontología política, deﬁnida como el análisis de  

					los mundos y de los procesos por medio de los cuales estos se constituyen como  

					tales (Escobar, 2015, p. 11). Antes de universalizar esta tesis conviene detenerse  

					en el caso concreto que el propio Escobar (2015, p. 10) ofrece como prueba de  

					plausibilidad: un padre se desplaza con su hija en su potrillo por los esteros del  

					Pacíﬁco colombiano, aprovechando el reﬂujo de la marea, y enseña a la niña la  

					manera correcta de navegar la canoa, un saber que le servirá toda la vida si permanece  

					en el río. Mirada con los ojos de la ontología, sostiene Escobar, esta escena revela  

					una red densa de interrelaciones: el potrillo fue hecho de un árbol del manglar gracias  

					a saberes heredados de los ancestros, el manglar mismo es una trama de minerales,  

					microorganismos y vida acuática, y hay una conexión con el mar y con la luna que  

					supone otra temporalidad que los habitantes locales conocen a la perfección. De este  

					ejemplo se sigue la deﬁnición técnica de ontología relacional que estructura todo  

					el argumento: “aquella en que nada (ni los humanos ni los no-humanos) preexiste  

					las relaciones que lo constituye” (Escobar, 2015, p. 10). Esta ontología relacional  

					se opone a la ontología dualista propia de la modernidad occidental en su forma  

					dominante, capitalista, liberal y secular, que separa lo humano de lo no humano, la  

					naturaleza de la cultura, y que se presenta como el Mundo civilizado a costa de los  

					demás mundos posibles (Escobar, 2015, p. 9).  

					De esta oposición entre ontología dualista y ontología relacional se desprende  

					el concepto que da título al argumento central de Escobar: el pluriverso, deﬁnido,  

					siguiendo la fórmula zapatista, como un mundo donde quepan muchos mundos. Las  

					luchas de los movimientos étnico-territoriales, sostiene el autor, involucran resisten-  

					cia, oposición, defensa y aﬁrmación de los territorios, pero con frecuencia pueden ser  

					descritas de forma más radical como ontológicas, en la medida en que lo que verdader-  

					amente está en disputa es el proyecto moderno de Un Mundo que busca convertir la  

					multiplicidad de mundos existentes en uno solo, el mundo del individuo y el mercado  

					(Escobar, 2015, p. 6). Debido a esta radicalidad, Escobar propone que dichas luchas  

					pueden interpretarse como contribuciones importantes a las transiciones ecológicas  

					y culturales hacia el pluriverso, transiciones necesarias para enfrentar las múltiples  

					crisis ecológicas y sociales producidas por lo que llama la ontología Uni-Mundista  
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					(Escobar, 2015, p. 6). Conviene precisar, sin embargo, que esta multiplicidad de  

					mundos no equivale a un relativismo cultural sin consecuencias políticas: para Blaser,  

					cuyo trabajo Escobar retoma extensamente, cuestionar la premisa de que todos habita-  

					mos en última instancia una misma realidad objetiva abre la posibilidad de todo un  

					campo de ontología política como única salida frente a la trampa epistémica de la  

					modernidad dominante (Blaser, citado en Escobar, 2015, p. 10). Cada mundo, en esta  

					perspectiva, es enactuado por sus propias prácticas especíﬁcas, en contextos de poder  

					tanto internos como externos, y todos ellos constituyen un pluriverso, es decir, un  

					conjunto de mundos en conexión parcial que se enactúan y se desenvuelven sin cesar,  

					sin que ninguna ciencia universal pueda reducirlos a perspectivas diferentes de un  

					mismo mundo objetivo.  

					La ontología política, sin embargo, no se agota en el análisis teórico de los  

					mundos: Escobar la traduce en la noción de práctica política ontológica para nombrar  

					la articulación entre el proyecto de vida de las comunidades y su proyecto político  

					como movimiento social. El caso del Proceso de Comunidades Negras de Colombia  

					ilustra con particular claridad esta articulación, desde que en su Segunda Asamblea  

					Nacional de 1993 formuló cuatro principios que estructuran hasta hoy su estrategia:  

					la aﬁrmación y reaﬁrmación del ser, es decir, el derecho a la identidad negra; el  

					derecho a un espacio para ser, es decir, el derecho al territorio; el derecho al ejercicio  

					del ser, esto es, la autonomía, organización y participación; y el derecho a una visión  

					propia de futuro, construida desde la cultura y las formas tradicionales de producción  

					de las comunidades (Escobar, 2015, p. 12). Esta práctica política ontológica incluye,  

					según explica el autor, la defensa de prácticas de larga data, la transformación de otras  

					y la invención de prácticas enteramente nuevas, siempre desde la condición comunal  

					de la autonomía. Haciendo eco de la sociología de las ausencias y las emergencias  

					propuesta por Boaventura de Sousa Santos, la ontología política busca visibilizar las  

					múltiples formas de mundiﬁcar la vida, mientras que la práctica política ontológica  

					contribuye a defenderlas activamente en sus propios términos (Sousa Santos, citado  

					en Escobar, 2015, p. 11). Ante este panorama, resulta imprescindible examinar de  

					qué manera estos principios se materializan en territorios concretos y en conﬂictos  

					jurídicos especíﬁcos, cuestión que se desarrolla en el apartado siguiente a partir de  

					los casos documentados por el propio Escobar en el Pacíﬁco colombiano.  

					Territorio, ancestralidad y autonomía en el Pacíﬁco colombiano  

					El marco normativo que hace posible la titulación colectiva de los territorios afrode-  

					scendientes en Colombia es la Ley 70 de 1993, que reconoce a las comunidades  

					negras como grupo étnico con derechos colectivos a sus territorios y a su identi-  
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					dad cultural, y que compromete al Estado a garantizarles “el derecho a desarrollarse  

					económica y socialmente atendiendo los elementos de su cultura autónoma” (Artículo  

					47, citado en Escobar, 2015, p. 4). Sin embargo, tal como documenta Escobar, la  

					titulación colectiva coexiste con una violencia sistemática contra las comunidades  

					que la ejercen: en el río Yurumanguí, la incursión de actores armados se intensiﬁcó  

					a partir del año 2000; en Curvaradó y Jiguamiandó, en el Bajo Atrato chocoano, la  

					expansión de la palma africana, con el nefasto papel de las multinacionales banan-  

					eras Chiquita Brands y Banacol, produjo quince desplazamientos forzados y ciento  

					cuarenta y ocho asesinatos de líderes entre 1996 y 2012 (Escobar, 2015, p. 4). El caso  

					de La Toma, en el Norte del Cauca, resulta particularmente ilustrativo para deﬁnir  

					la noción de ancestralidad que estructura el argumento de Escobar: se trata de una  

					comunidad que ha documentado presencia continua en su territorio desde la primera  

					mitad del siglo diecisiete, enfrentada hoy a la minería de oro de la transnacional  

					Anglo-Gold Ashanti, y que el autor caracteriza como “la ocupación antigua, a veces  

					muy antigua, de un territorio dado”, así como “la continuidad de un mandato ancestral  

					que persiste aun hoy en día en la memoria de los mayores” (Escobar, 2015, p. 3). Esta  

					ancestralidad, insiste Escobar, no es un dato arqueológico cerrado sobre sí mismo,  

					sino una experiencia histórica de vieja data, pero siempre renovada, de vivir bajo otro  

					modelo de vida, otra cosmovisión.  

					Un aporte central de Escobar consiste en distinguir el territorio como base  

					material para la reproducción de la comunidad de un algo más que dicha base  

					material no agota. Cuando una montaña, una laguna o un río son referidos como  

					ancestro o como entidad viva, sostiene el autor siguiendo a Marisol de la Cadena, no  

					se está enunciando una relación instrumental de sujeto a objeto, sino una relación  

					propiamente social, cuyos protocolos especíﬁcos varían según cada territorio (de la  

					Cadena, citada en Escobar, 2015, p. 10). El concepto de comunidad, centrado en  

					principio en lo humano, se expande así para incluir a los no humanos, que pueden  

					ir desde animales hasta montañas, pasando por espíritus, dependiendo del territorio  

					en cuestión, con la consecuencia política directa de que el terreno de la política se  

					abre a actores que la teoría democrática moderna no contempla como interlocutores  

					válidos. Esta consecuencia choca frontalmente con la política moderna basada  

					en la representación, en la que la oposición a un proyecto minero formulada en  

					términos de que “el cerro es un ser sensible” solo puede ser aceptada como una  

					demanda cultural, es decir, como una “creencia”, pero nunca como un enunciado  

					válido sobre la realidad (Escobar, 2015, p. 10). Al proceder de esta manera, advierte  

					Escobar, la política moderna ignora sistemáticamente la naturaleza ontológica del  

					conﬂicto en cuestión, reduciendo a folclore lo que para las comunidades constituye  

					PRAXIS. REVISTA DE FILOSOFÍA NO 93 – ENERO – JUNIO 2026  

					10  

				

			

		

		
			
				
					
				
			

			
				
					DEMOCRACIA AMBIENTAL Y SABERES ANCESTRALES  

					Fuentes-Hidalgo  

					una descripción literal del mundo que habitan. Esta tensión entre representación  

					política moderna y ontología relacional no resuelta anticipa, como se desarrollará más  

					adelante, la discusión sobre los límites del derecho estatal para traducir de manera  

					ﬁel las cosmovisiones que pretende proteger.  

					La autonomía, tal como la formula Escobar retomando la Sexta Declaración  

					zapatista de 2005, no debe entenderse como aislamiento respecto del resto de la  

					sociedad, sino como la creación de las condiciones que permiten cambiar las normas  

					de un mundo desde dentro, incorporando la defensa de prácticas de larga data junto  

					con la invención de prácticas enteramente nuevas (Escobar, 2015, p. 12). Apoyándose  

					en el geógrafo brasileño Carlos Walter Porto-Gonçalves, Escobar distingue además  

					tres nociones que con frecuencia se confunden en el debate público: el territorio,  

					entendido como espacio-tiempo vital de la comunidad; la territorialidad, como el  

					conjunto de prácticas y relaciones que la comunidad establece con ese espacio; y  

					la territorialización, como el proceso histórico mediante el cual dicho espacio se  

					constituye en territorio a través de la lucha política (Porto-Gonçalves, citado en  

					Escobar, 2015, p. 7). Esta distinción, aparentemente técnica, cumple una función  

					argumentativa precisa: permite mostrar que el interés por el territorio surgido a ﬁnales  

					de los años ochenta en países como Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia y Brasil no  

					fue una demanda por tierra en sentido productivo, sino la imposición de una resig-  

					niﬁcación radical al debate sobre el Estado, el poder y las identidades. Asimismo,  

					permite comprender por qué el propio Escobar (2015, p. 4) documenta que, veinte  

					años después de promulgada la Ley 70, la mayoría de las organizaciones afrodescen-  

					dientes reconocen su carácter inconcluso tanto en lo legal como en lo práctico, y sin  

					embargo continúan defendiendo su plena implementación, precisamente porque la  

					ley, con todas sus limitaciones, sigue siendo el vehículo institucional más próximo  

					disponible para traducir la autonomía comunal en garantías exigibles frente al Estado  

					colombiano.  

					El extractivismo como matriz colonial persistente  

					El diagnóstico compartido por ambas fuentes primarias sobre el extractivismo lati-  

					noamericano parte de una misma constatación histórica: el mandato de dominación  

					sobre la Naturaleza vigente desde hace más de quinientos años en la región, que  

					convirtió al continente, igual que a África y Asia, en suministrador de recursos pri-  

					marios para la acumulación de capital en los centros del sistema mundial (Martínez  

					& Acosta, 2017, p. 2943). Esta relación de dependencia estructural, lejos de ser  

					un episodio superado, constituye para las autoras la condición de posibilidad de  

					buena parte de la historia económica posterior de la región. Eduardo Galeano lo  
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					expresó con particular contundencia al sostener que, desde que la espada y la cruz  

					desembarcaron en tierras americanas, la conquista europea castigó la adoración de la  

					Naturaleza como pecado de idolatría, de modo que “la comunión entre la Naturaleza  

					y la gente, costumbre pagana, fue abolida en nombre de Dios y después en nombre  

					de la civilización” (Galeano, citado en Martínez & Acosta, 2017, p. 2944). Este  

					esquema, insisten las autoras, no se interrumpió con la independencia política de los  

					países latinoamericanos, que continuaron exportando recursos naturales tal como  

					lo habían hecho durante la colonia. Por el contrario, la Naturaleza siguió siendo  

					asumida, por gobiernos de diferente orientación ideológica, como “un elemento a ser  

					domado, explotado y por cierto mercantilizado” (Martínez & Acosta, 2017, p. 2944),  

					diagnóstico que las autoras condensan en la fórmula de un ADN-extractivista que  

					atraviesa transversalmente a gobiernos progresistas y neoliberales por igual, y que no  

					se resuelve con el simple control estatal de los recursos naturales. Esta persistencia  

					transideológica del extractivismo constituye, como se argumentará más adelante, uno  

					de los puntos de convergencia más sólidos entre el marco jurídico ecuatoriano y la  

					ontología política de Escobar.  

					A este diagnóstico histórico se suma una lectura más analítica del mecanismo  

					mediante el cual el extractivismo transforma la Naturaleza en mercancía. Vandana  

					Shiva, citada en Martínez y Acosta (2017, p. 2944), sostiene que con el advenimiento  

					del industrialismo y del colonialismo se produjo un quiebre conceptual mediante  

					el cual los llamados recursos naturales se transformaron en aquellas partes de la  

					Naturaleza requeridas como insumos para la producción industrial, de modo que su  

					capacidad de renovarse y crecer fue negada y la Naturaleza misma quedó convertida  

					en materia muerta y manejable, dependiente de los seres humanos. Esta negación  

					de la capacidad regenerativa de la Naturaleza, lejos de ser un simple giro retórico,  

					habilitó jurídica y económicamente su tratamiento como inventario disponible para  

					la explotación ilimitada. Horacio Machado Aráoz añade a esta lectura una dimensión  

					propiamente económico-política: bajo la dinámica extractiva contemporánea, el  

					capital avanza creando “nuevos regímenes de naturaleza (capital natural) y nuevos  

					regímenes de subjetividad (capital humano)”, proceso que se sostiene mediante “la  

					intensiﬁcación exponencial de la violencia como medio de producción clave de la  

					acumulación” (Machado Aráoz, citado en Martínez & Acosta, 2017, p. 2944). De  

					esta doble lectura, cultural y económica, se sigue una consecuencia que Martínez y  

					Acosta subrayan con insistencia: el extractivismo no puede combatirse únicamente  

					mediante reformas jurídicas puntuales, porque su matriz no es meramente normativa  

					sino civilizatoria, sostenida por una fe casi dogmática en el poder de la ciencia y la  

					tecnología para dominar procesos que exceden su propia comprensión. Esta caracter-  
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					ización estructural del extractivismo, antes que debilitar el proyecto de los Derechos  

					de la Naturaleza, explica por qué las propias autoras insisten en que su vigencia exige  

					una transformación de alcance civilizatorio, no meramente administrativo.  

					El giro ecoterritorial y el Consenso de los Commodities  

					El vocabulario analítico que permite periodizar el fenómeno descrito por Martínez y  

					Acosta lo aporta Maristella Svampa, cuyo libro Las fronteras del neoextractivismo  

					en América Latina propone las categorías de neoextractivismo y de Consenso de los  

					Commodities como llaves privilegiadas para leer la crisis latinoamericana reciente,  

					desde su despliegue en 2003 hasta lo que la autora denomina el ﬁn de ciclo (Svampa,  

					2019, pp. 14–30, 90–103). Esta periodización permite distinguir fases dentro de  

					un proceso que, de otro modo, podría leerse como un fenómeno uniforme y sin  

					variaciones internas. Aunque este trabajo constituye una fuente parcial dentro del  

					corpus documental analizado, pues solo se dispone de su ﬁcha editorial, su resumen  

					y su tabla de contenidos, la arquitectura misma del libro resulta reveladora del  

					recorrido argumentativo que propone: un primer núcleo dedicado a las categorías  

					analíticas mencionadas, un segundo a las fases del neoextractivismo, un tercero  

					al giro ecoterritorial propiamente dicho, y un cuarto a lo que la autora llama las  

					fronteras extremas del extractivismo, es decir, territorialidades criminales, violencia  

					patriarcal y energías extremas (Svampa, 2019, Resumen). El capítulo dedicado al  

					giro ecoterritorial, según anuncia el propio resumen editorial, documenta el avance de  

					los pueblos indígenas y el protagonismo creciente de las mujeres en las resistencias  

					socioambientales contemporáneas (Svampa, 2019, pp. 54–68), aporte que ninguna  

					de las dos fuentes primarias con texto completo desarrolla de manera sustantiva, y  

					que por ello constituye, más que una aﬁrmación consolidada, un vacío documental  

					identiﬁcado en el estado actual de esta investigación. Con todo, la sola existencia  

					de esta categorización basta para situar el diagnóstico ecuatoriano y el colombiano  

					dentro de un fenómeno regional más amplio, cuya periodización Svampa ofrece con  

					mayor sistematicidad que cualquiera de las otras dos fuentes examinadas en este  

					artículo.  

					El segundo capítulo del libro de Svampa, dedicado a los conﬂictos socioambien-  

					tales y a los lenguajes de valoración, sugiere además un punto de contacto directo con  

					el vocabulario de justicia ambiental y justicia ecológica desarrollado por Martínez  

					y Acosta, aunque la ausencia del texto completo de dicho capítulo impide, por el  

					momento, precisar con exactitud en qué términos Svampa articula esa distinción  

					(Svampa, 2019, pp. 31–53). Lo que sí permite sostener el material disponible es  

					que el giro ecoterritorial, en tanto categoría analítica, conﬁrma desde la sociología  
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					crítica el mismo diagnóstico transideológico que Martínez y Acosta formulan desde  

					el derecho constitucional: el ciclo de los commodities atravesó por igual a gobiernos  

					progresistas y conservadores, de manera que las resistencias que Svampa documenta  

					no pueden leerse como una reacción exclusiva contra un signo político particular,  

					sino como una respuesta estructural frente a un modelo de acumulación que se in-  

					dependiza de las orientaciones ideológicas de turno. Cabe precisar, sin embargo,  

					que este vacío documental no invalida la pertinencia de incorporar a Svampa en  

					el argumento general, pues incluso a nivel de su ﬁcha editorial la autora aporta un  

					elemento ausente en las otras dos fuentes: la constatación de que las fronteras del  

					extractivismo se han desplazado hacia ﬁguras cada vez más extremas, lo que sugiere  

					que el fenómeno no se encuentra en retroceso sino en un proceso de radicalización  

					que excede el marco estrictamente jurídico examinado en los apartados anteriores.  

					Esta radicalización explica, en buena medida, por qué la sola vigencia constitucional  

					de los Derechos de la Naturaleza en Ecuador, examinada al inicio de este artículo,  

					resulta insuﬁciente frente a la magnitud del problema que pretende enfrentar.  

					Buen vivir y transiciones al postextractivismo  

					Frente a este diagnóstico transideológico, tanto Martínez y Acosta como Escobar  

					convergen en señalar al buen vivir, o sumak kawsay, como horizonte alternativo  

					articulado desde la propia experiencia andino-ecuatoriana. Este horizonte, lejos de  

					ser una simple aspiración retórica incorporada al preámbulo constitucional, articula  

					un proyecto civilizatorio alternativo cuya genealogía ambas fuentes remontan a las  

					mismas cosmovisiones indígenas examinadas en apartados anteriores de este artículo.  

					Ya se mencionó que el preámbulo constitucional ecuatoriano convoca a alcanzar el  

					buen vivir mediante una nueva forma de convivencia en armonía con la Naturaleza  

					(Martínez & Acosta, 2017, p. 2940), fórmula que, lejos de quedar en el nivel mer-  

					amente declarativo, se traduce en las obligaciones estatales concretas examinadas  

					en un apartado anterior. Escobar, por su parte, sitúa esta misma búsqueda dentro de  

					un proyecto post-desarrollista más amplio, al señalar que las luchas territoriales del  

					Pacíﬁco colombiano constituyen contribuciones a las transiciones ecológicas y cultur-  

					ales hacia el pluriverso y, más especíﬁcamente, a transiciones al post-extractivismo,  

					citando en ambos casos los trabajos de Alberto Acosta y de Eduardo Gudynas  

					(Escobar, 2015, p. 12). Esta convergencia bibliográﬁca no es accidental: Acosta,  

					coautor del artículo ecuatoriano examinado en este trabajo, y Gudynas, citado de  

					segunda mano tanto por Escobar como por Martínez y Acosta, comparten un mismo  

					horizonte teórico de crítica al desarrollo que el buen vivir traduce, en el caso ecua-  

					toriano, en categorías jurídicas exigibles, y que en el caso colombiano permanece  
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					articulado en un vocabulario más propiamente ontológico-territorial. De este doble  

					anclaje se sigue que el buen vivir funciona, dentro del corpus examinado, como el  

					nombre ecuatoriano-andino de un proyecto postdesarrollista compartido que otras  

					fuentes documentan bajo categorías distintas, como el territorio-región del Proceso  

					de Comunidades Negras o el pluriverso zapatista retomado por Escobar.  

					Conviene precisar, sin embargo, que el postextractivismo así entendido no se  

					reduce a una simple sustitución de actores dentro del mismo modelo extractivo,  

					advertencia que ya adelantaba el diagnóstico del ADN-extractivista desarrollado  

					en el apartado anterior. Martínez y Acosta (2017, p. 2944) insisten en que ese  

					debate no se supera simplemente asegurando el control estatal sobre los recursos  

					naturales, pues la persistencia del extractivismo bajo gobiernos de distinta orientación  

					ideológica demuestra que el problema excede la titularidad formal de los recursos y  

					compromete la organización misma de la economía frente a los límites biofísicos de  

					los ecosistemas. En esta misma línea, Escobar advierte que repensar el desarrollo y  

					la economía constituyen tareas ineludibles para la ontología política, especialmente  

					frente al avance de formas de entender el individuo, la economía y lo real que  

					erosionan cada vez más el sistema de interrelaciones que hacen posibles los mundos  

					relacionales (Escobar, 2015, p. 12), y propone como meta explícita el fomento de  

					“formas no-capitalistas y no liberales de organizar los entramados humano-naturales”  

					(Escobar, 2015, p. 12). De ahí que las múltiples búsquedas de alternativas al desarrollo  

					y de otras economías, lejos de constituir un añadido opcional al reconocimiento  

					jurídico de la Naturaleza como sujeto, resulten ingredientes cruciales para cualquier  

					ontología política de los territorios que aspire a algo más que una reforma cosmética  

					del modelo vigente. En última instancia, el buen vivir, entendido de esta manera  

					exigente, no va a responder únicamente a una demanda de reconocimiento cultural,  

					sino a una demanda estructural de reorganización de las relaciones entre economía,  

					sociedad y Naturaleza, cuya viabilidad depende de que las instituciones estatales  

					sostengan compromisos que, como se muestra en el siguiente apartado, con frecuencia  

					terminan neutralizados por su propia arquitectura institucional.  

					Barreras institucionales y discriminación judicial en Ecuador  

					El primer frente de resistencia que Martínez y Acosta documentan a diez años de la  

					Constitución de Montecristi se ubica en el nivel de la legislación secundaria, que en  

					varios casos contradice de manera ﬂagrante el reconocimiento constitucional de la  

					Naturaleza como sujeto. La Ley de Minería de 2009, por ejemplo, exige que el agua  

					utilizada por las empresas mineras sea devuelta al cauce original “cumpliendo los  

					límites permisibles establecidos en la normativa ambiental” (Ley de Minería, 2009,  

					PRAXIS. REVISTA DE FILOSOFÍA NO 93 – ENERO – JUNIO 2026  

					15  

				

			

		

		
			
				
					
				
			

			
				
					DEMOCRACIA AMBIENTAL Y SABERES ANCESTRALES  

					Fuentes-Hidalgo  

					art. 79, citada en Martínez & Acosta, 2017, p. 2946), fórmula que, según advierten  

					las autoras, no respeta en absoluto los derechos del río, pues los límites permisibles  

					se han convertido históricamente en la forma jurídica de legalizar la contaminación,  

					sobre todo cuando las descargas en diferentes puntos de un mismo cauce no se  

					contabilizan de manera acumulativa. Algo similar ocurre con la Ley de Soberanía  

					Alimentaria, que garantiza formalmente el respeto a los Derechos de la Naturaleza  

					pero trata a esta última con la visión mercantilista propia del concepto de recurso  

					natural (Martínez & Acosta, 2017, p. 2946), y con el Código Orgánico Ambiental, que  

					permite redelimitar áreas protegidas o cambiarlas de categoría bajo consideraciones  

					técnicas, disposición que en la práctica habilita actividades extractivas dentro de  

					espacios formalmente conservados. El caso más elocuente de esta contradicción  

					es, sin duda, el del Yasuní-ITT: el Decreto Ejecutivo número 74, del 15 de agosto  

					de 2013, liquidó el ﬁdeicomiso creado para evitar la explotación petrolera en el  

					parque nacional, y apenas semanas después la Asamblea Nacional declaró de interés  

					nacional la explotación de los bloques 31 y 43, en territorios habitados por pueblos  

					en aislamiento voluntario (Martínez & Acosta, 2017, p. 2947).  

					A esta contradicción normativa se suma una discriminación sistemática a nivel  

					judicial que Martínez y Acosta documentan con particular claridad mediante un  

					contraste que resulta, por su misma nitidez, difícil de refutar: mientras no se admite a  

					trámite una demanda por Derechos de la Naturaleza que buscaba proteger al Yasuní,  

					refugio del jaguar, sí se acepta y se condena a un campesino que mató a un ejemplar  

					de esa misma especie (Martínez & Acosta, 2017, p. 2954). De manera análoga, no  

					se acepta el caso de minería a gran escala en la Cordillera de El Cóndor, vinculado  

					al Proyecto Mirador, pero sí se admite un caso de minería artesanal que termina  

					abriendo la puerta a la gran minería, en lo que las autoras describen como una  

					clara manipulación de los Derechos de la Naturaleza por parte del propio gobierno  

					que los había consagrado constitucionalmente. Esta discriminación encuentra su  

					expresión más explícita en las palabras del entonces presidente Rafael Correa, quien,  

					al reconocer el fracaso de la Iniciativa Yasuní-ITT en agosto de 2013, sostuvo que  

					“el mayor atentado a los Derechos Humanos es la miseria, y el mayor error es  

					subordinar esos Derechos Humanos a supuestos Derechos de la Naturaleza” (Correa,  

					citado en Martínez & Acosta, 2017, p. 2955), declaración que, según las autoras,  

					demuestra que ni siquiera dentro del propio gobierno que impulsó la Constitución  

					de Montecristi se comprendió cabalmente el alcance de lo que se había reconocido.  

					Frente a este panorama predominantemente adverso, el caso de Vilcabamba constituye  

					una excepción parcial: allí, una acción de protección constitucional a favor del río  

					homónimo obtuvo sentencia favorable en primera instancia, apelando al principio de  
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					jurisdicción universal (Martínez & Acosta, 2017, p. 2956).  

					La criminalización de los defensores ambientales  

					Un tercer frente de resistencia documentado en el balance ecuatoriano es la criminal-  

					ización de quienes deﬁenden la Naturaleza y sus territorios, fenómeno que Martínez y  

					Acosta sitúan como política de Estado antes que como excepción coyuntural. Cuando  

					la Asamblea Nacional Constituyente tramitó, en 2008, la amnistía para los cientos de  

					defensores perseguidos por gobiernos anteriores, reconoció que se trataba de “hom-  

					bres y mujeres de nuestro país que se han movilizado en defensa de la vida, de los  

					recursos naturales y el ambiente” y que habían sido “reprimidos y luego enjuiciados  

					por delitos políticos, y comunes” (Asamblea Nacional Constituyente, 2008, citada  

					en Martínez & Acosta, 2017, p. 2951). Sin embargo, las autoras documentan que  

					esta misma criminalización se repitió, de manera perversa, durante el gobierno de  

					Rafael Correa, que emergió a la par del propio proceso constituyente, y que continuó  

					aumentando en la misma medida en que se impulsaban nuevos megaproyectos ex-  

					tractivos. Este patrón no es exclusivo de Ecuador: Global Witness documentó, según  

					recogen Martínez y Acosta (2017, p. 2952), el asesinato de casi doscientos defensores  

					del medio ambiente y la tierra en el mundo durante 2016, de los cuales cerca del  

					sesenta por ciento ocurrió en América Latina, cifra que la ONU complementa al con-  

					siderar a los ambientalistas el segundo colectivo de defensores de derechos humanos  

					más vulnerable del planeta. Esta cifra regional permite establecer un puente directo  

					con la geografía del terror que Escobar (2015, p. 3), retomando a Ulrich Oslender,  

					documenta para el Pacíﬁco colombiano, de modo que la criminalización jurídico-  

					institucional ecuatoriana y la violencia armada paraestatal colombiana, aunque operan  

					en registros distintos, comparten una misma función: neutralizar la defensa de los  

					territorios y de la Naturaleza mediante el uso sistemático del aparato represivo estatal  

					y paraestatal.  

					La tensión entre el derecho estatal y la ontología no estatal  

					De los dos frentes examinados en los apartados anteriores, discriminación judicial y  

					criminalización de defensores, se sigue una tensión conceptual que ninguna de las dos  

					fuentes primarias resuelve del todo, pero que ambas documentan sin proponerselo  

					explícitamente. Por un lado, los Derechos de la Naturaleza dependen, para su exigi-  

					bilidad, del aparato jurisdiccional del Estado: de sus tribunales, de su Constitución,  

					de sus jueces, es decir, de la misma institucionalidad que, según se mostró, ha sido  

					sistemáticamente más receptiva a fallar en contra de opositores del gobierno que a  

					favor de demandas por Derechos de la Naturaleza dirigidas contra el propio Estado o  
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					contra el capital extractivo. Por otro lado, la ontología política que Escobar desarrolla  

					a partir de las luchas del Pacíﬁco colombiano subraya precisamente lo contrario: la  

					autonomía comunal frente al Estado y frente a lo que denomina el proyecto moderno  

					de Un Mundo, autonomía que no busca su fundamento en el reconocimiento estatal,  

					sino en la continuidad de un mandato ancestral que precede y excede a cualquier  

					constitución escrita. Esta tensión entre derecho estatal y ontología no estatal no es  

					meramente académica: se maniﬁesta empíricamente en el contraste ya señalado entre  

					el caso del jaguar en el Yasuní y el caso del campesino que mató a uno, así como en  

					la persistencia de la violencia paraestatal contra comunidades tituladas legalmente en  

					Curvaradó y Jiguamiandó. De ahí surge una pregunta que ninguna de las dos fuentes  

					examinadas responde de manera concluyente, pero que ambas permiten formular  

					con precisión: ¿puede una ontología no estatal ser efectivamente garantizada por  

					instituciones estatales, o el vehículo jurídico termina neutralizando el contenido  

					ontológico que pretende traducir?  

					Una segunda tensión, complementaria de la anterior, opone el universalismo  

					jurídico propio de los Derechos de la Naturaleza al particularismo radical que reivin-  

					dica la ontología política de cada territorio. Martínez y Acosta (2017, p. 2954)  

					documentan el intento, ﬁnalmente desechado, de demandar a la petrolera BP por el  

					derrame en el Golfo de México invocando ante tribunales ecuatorianos el argumento  

					de que “la Naturaleza es una sola” y, por tanto, sus derechos son universalmente  

					exigibles con independencia de la jurisdicción territorial en que se produzca el daño.  

					Este episodio muestra hasta qué punto la retórica universalista de los Derechos de la  

					Naturaleza puede desbordar, al menos discursivamente, las fronteras jurisdiccionales  

					del derecho internacional convencional. Escobar, en cambio, insiste en la partic-  

					ularidad radical de cada relación social con lo no humano, al advertir que “cada  

					relación social con no-humanos puede tener sus protocolos especíﬁcos” (Escobar,  

					2015, p. 10), formulación que resiste explícitamente cualquier intento de traducir la  

					Naturaleza en una categoría abstracta y universal, homologable de un territorio a otro.  

					Esta tensión entre universalismo jurídico y particularismo ontológico-territorial no  

					está tematizada de manera explícita en ninguna de las dos fuentes examinadas, lo  

					que sugiere que constituye un espacio propio de elaboración doctoral antes que una  

					discusión ya saldada en la literatura disponible. Con todo, es posible sostener, a partir  

					de los elementos reunidos en este artículo, que ambas tensiones, la del derecho estatal  

					frente a la ontología no estatal y la del universalismo jurídico frente al particularismo  

					territorial, no son contradicciones que deban resolverse mediante la eliminación de  

					uno de sus polos, sino condiciones estructurales de cualquier proyecto de democracia  

					ambiental que aspire a traducir, sin agotarla, la riqueza de los saberes ancestrales que  
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					le dan sustento.  

					Hacia una democracia ambiental fundamentada en saberes ancestrales  

					De la exposición precedente se desprenden convergencias suﬁcientemente sólidas  

					como para sostener que la democracia ambiental latinoamericana contemporánea,  

					lejos de constituir una simple adaptación regional de un modelo occidental de dere-  

					chos, encuentra en los saberes ancestrales su fuente conceptual más profunda. La  

					Naturaleza-sujeto y la ontología relacional convergen, en efecto, sin llegar a fusion-  

					arse del todo: Martínez y Acosta alcanzan el estatuto de sujeto de derechos por la  

					vía jurídico-constitucional, mientras que Escobar llega a una conclusión análoga, la  

					agencia de montañas, ríos y territorios, por la vía de la ontología política y la etno-  

					grafía, y ambas rutas citan la relacionalidad andina e indígena como fuente común.  

					Esto sugiere, como se argumentó en el apartado sobre la genealogía ﬁlosóﬁca de  

					estos derechos, que el marco jurídico ecuatoriano puede leerse como una traducción  

					institucional parcial de las ontologías relacionales que Escobar describe de forma más  

					general para el conjunto del Pacíﬁco colombiano. Asimismo, la autonomía comunal  

					funciona en ambas fuentes como una categoría puente que conecta el vocabulario  

					jurídico con el vocabulario ontológico: el concepto de autonomía en Escobar, articu-  

					lado a través del Proceso de Comunidades Negras y del zapatismo, resuena con la  

					idea, implícita en Martínez y Acosta, del derecho a tener derechos, pues en ambos  

					casos la autonomía no es un ﬁn en sí mismo, sino la condición de posibilidad para  

					que un pueblo deﬁna su propio proyecto de vida frente a un modelo impuesto desde  

					fuera. Una democracia ambiental fundamentada en saberes ancestrales, en conse-  

					cuencia, no puede entenderse como la mera incorporación de contenidos indígenas y  

					afrodescendientes a un marco jurídico preexistente, sino como una transformación  

					de las condiciones mismas de posibilidad de ese marco.  

					Aceptar esta transformación implica reconocer que la democracia ambiental  

					no puede reducirse a un procedimiento de participación ciudadana en la toma de  

					decisiones sobre el ambiente, entendido este en su sentido antropocéntrico clásico,  

					sino que exige incorporar como interlocutores legítimos a entidades que la teoría  

					democrática moderna excluye sistemáticamente: ríos, montañas, ecosistemas enteros,  

					cuya voz solo puede hacerse presente mediante la mediación de comunidades que  

					sostienen con ellos una relación no instrumental. Si esta lectura es correcta, entonces  

					la democracia ambiental fundamentada en saberes ancestrales no consiste en añadir  

					un capítulo ecológico a la democracia liberal existente, sino en cuestionar la ontología  

					dualista sobre la que dicha democracia se sostiene, cuestión que, como se mostró en el  

					apartado sobre ontología política, compromete la separación misma entre naturaleza  
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					y cultura, entre individuo y comunidad, sobre la que descansa el proyecto moderno de  

					Un Mundo. Sin embargo, y esto conviene subrayarlo como cierre de esta discusión,  

					las convergencias documentadas en este artículo no garantizan por sí solas que dicha  

					transformación se materialice: dependen, como se mostró en los apartados sobre  

					barreras institucionales, discriminación judicial y criminalización, de correlaciones  

					de fuerza política que con frecuencia operan en sentido contrario, neutralizando desde  

					dentro del propio aparato estatal el contenido emancipador que los Derechos de la  

					Naturaleza y la ontología política comparten. La democracia ambiental fundamentada  

					en saberes ancestrales, en suma, no va a realizarse por la sola fuerza normativa de  

					una Constitución bien escrita, sino que va a depender, en cada caso concreto, de la  

					capacidad de las comunidades y de sus organizaciones para sostener, en el tiempo, la  

					disputa política que su propia existencia territorial representa.  

					Conclusiones  

					A lo largo de este artículo se ha sostenido que la democracia ambiental latinoamer-  

					icana contemporánea, examinada a través de los casos ecuatoriano y colombiano  

					documentados por Martínez y Acosta (2017) y por Escobar (2015) respectivamente,  

					no puede comprenderse cabalmente sin atender a los saberes ancestrales que la an-  

					teceden y que, en buena medida, la desbordan. Se mostró, en primer lugar, que los  

					Derechos de la Naturaleza consagrados en la Constitución ecuatoriana de Montecristi  

					traducen jurídicamente una relacionalidad de origen indígena, la de la Pacha Mama,  

					que las autoras documentan con especial cuidado a través de la genealogía que va de  

					las declaraciones sobre derechos animales y la hipótesis Gaia hasta la formulación  

					explícita de una Naturaleza-sujeto en los artículos 71 a 74 del texto constitucional.  

					Se mostró, en segundo lugar, que la ontología política del territorio desarrollada por  

					Escobar a partir de las luchas afrodescendientes del Pacíﬁco colombiano alcanza, por  

					una vía etnográﬁca y ﬁlosóﬁca distinta, una conclusión estructuralmente análoga:  

					los territorios de comunidades negras e indígenas no son contenedores neutros de  

					recursos, sino redes relacionales donde humanos y no humanos se coproducen mu-  

					tuamente, y cuya defensa constituye, en su dimensión más profunda, una lucha  

					ontológica antes que meramente económica o política. Se mostró, en tercer lugar,  

					que ambas vías convergen en un diagnóstico común sobre el extractivismo como  

					matriz colonial persistente y transideológica, diagnóstico que el vocabulario analítico  

					de Svampa (2019) permite situar dentro de un fenómeno regional más amplio, el del  

					giro ecoterritorial, aun cuando las limitaciones documentales de esta última fuente  

					impiden, por ahora, desarrollar con el mismo detalle la dimensión de género que la  

					autora anuncia para dicho giro.  
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					Como recomendación general se plantea la necesidad de profundizar en al menos  

					tres direcciones que este artículo ha identiﬁcado sin poder resolverlas del todo.  

					La primera consiste en incorporar fuentes primarias todavía ausentes del corpus  

					examinado, en particular la obra de Eduardo Gudynas sobre postextractivismo y  

					biocentrismo, la de Boaventura de Sousa Santos sobre pluriversalidad jurídica, y  

					la de Catherine Walsh sobre interculturalidad crítica, actualmente citadas solo de  

					segunda mano a través de Escobar y de Martínez y Acosta. La segunda consiste  

					en documentar de manera comparada la exigibilidad judicial de los Derechos de  

					la Naturaleza en Ecuador y la titulación colectiva de territorios étnico-territoriales  

					en Colombia, dos vías jurídicas distintas que, según se argumentó, responden a un  

					mismo problema de fondo: la defensa de formas de vida no antropocéntricas frente al  

					avance del extractivismo. La tercera consiste en obtener el texto completo del libro de  

					Svampa para precisar con exactitud el vínculo entre los lenguajes de valoración de los  

					conﬂictos socioambientales y la distinción entre justicia ambiental y justicia ecológica  

					desarrollada por Martínez y Acosta, así como para desarrollar la dimensión de género  

					del giro ecoterritorial que, en el estado actual de esta investigación, permanece como  

					un vacío documental antes que como una aﬁrmación sustantiva. Estas tres direcciones  

					no agotan, desde luego, las preguntas que las tensiones documentadas en este artículo  

					dejan abiertas, pero permiten cerrar esta reﬂexión con una certeza modesta y, a la  

					vez, exigente: ninguna democracia ambiental que aspire a ser tal podrá ediﬁcarse  

					de espaldas a los saberes ancestrales que, mucho antes que cualquier constitución  

					escrita, ya sostenían con la Naturaleza una relación distinta, y en no pocos sentidos  

					más consecuente que la nuestra.  
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